
Señor 
Juez del Circuito de Montería (Reparto) 
Montería, Córdoba 
 

 

REFERENCIA: ACCIÓN DE TUTELA para la protección de los derechos Fundamentales 
contenidos en el artículo No. 13 (Igualdad) y No. 23 (derecho de petición en intereses 
particular)  No 25. Derecho al trabajo No 29 Debido proceso de la Constitución Política de 
Colombia que se encuentran siendo vulnerados por la comisión nacional del servicio civil. 
 
Yo, JHON JAIRO NIEVES RAMOS, identificado con C.C.: 73.576.814  de Cartagena, en 
virtud del derecho consagrado en el artículo 86 de la Constitución Política y de acuerdo 
con los Decretos Reglamentarios 2591 de noviembre 19 de 1991 y 306 del 19 de febrero 
de 1992, procedo a presentar muy respetuosamente ACCIÓN DE TUTELA para la 
protección de los Derechos Fundamentales a la Igualdad, al trabajo, al debido proceso y 
al derecho de Petición, acceso a cargos públicos por concurso de méritos, imparcialidad, 
entre otros, en contra de la comisión nacional del servicio civil - cnsc, con ocasión del 
proceso de selección de docentes, Convocatorias 339 a 425 de2016, Directivos Docentes, 
Docentes y Líderes de Apoyo. Conforme a los siguientes: 
 
I. HECHOS 
 Me Presente a la convocatoria docente (Convocatorias 339 a 425 de 2016, Directivos 
Docentes, Docentes y Líderes de Apoyo)  Organizada por la CNSC, Aspire al cargo de 
docente líder de competencias ciudadanas, Pase la prueba (DERECHO ADQUIRIDO). 
Ocupando el segundo lugar en lista,   resultados publicados por la CNSC. La comisión 
nacional del servicio civil encargo a la Universidad de Pamplona a revisar antecedentes. 
Dicha universidad no me permitió seguir en el proceso de selección  desconociendo que 
el cargo de docente de líder de competencias ciudadanas fue eliminado por la CNSC.  No 
continúen en el proceso por no tener especialización, la cual estaba cursando y anexe 
certificado de notas   (requisitos establecidos en la convocatoria inicial) ver anexo 
convocatoria, convocatoria que fue modificada al eliminar el cargo de docente líder de 
competencias ciudadanas 
 
Durante este proceso, el cargo por el cual me presente (docente líder de competencias 
ciudadanas) fue abolido, eliminado, los docentes que aprobaron el examen los ubicaron 
como docentes de aula, mi inquietud es la siguiente, porque se me negó el derecho a 
seguir en el proceso de selección si el cargo fue anulado, vulnerando así mis derechos 
como a la igualdad, al trabajo, al debido proceso y está claro que para docente de aula si 
cumplía con los requisitos establecidos por la CNSC. 
 
Presente la reclamación respectiva y la respuesta que dio la Universidad de Pamplona 
solo se ciñe a la convocatoria inicial, pero NO al proceso de cambios que se generaron en 
dicha convocatoria, en este caso la eliminación del cargo docente líder de competencias 
ciudadanas, por el cual me presente. 
 
Los compañeros docentes  que aprobaron el examen y  que pasaron el proceso de 
selección, se posesionaron en el mayo de 2018 como docentes de aula en la ciudad de 
montería. 
 



 Además de todo esto el colegio privado adscrito a la caja de compensación familiar de 
Córdoba COMFACOR  donde laboraba cancelo el contrato de trabajo a todos los 
docentes que participamos en la convocatoria y quede desempleado, se vulneraron todos 
mis derechos y los de mi familia, eso me causo problemas económicos. 
 
Se entienden vulnerados mis derechos, como ciudadano, he solicitado reclamación, 
derechos de petición y ahora recurro a la acción de tutela por vulneración del derecho a la 
igualdad, Derecho al trabajo, ya que en varias ocasiones   realice reclamación a  las 
entidades respectivas, así mismo radique peticiones solicitando información en las 
siguientes fechas: 
 
-Reclamación. 23 de Septiembre de 2017. Radicado de Entrada CNSC: 
20151100000778 Asunto: Respuesta a reclamación presentada en el marco del Concurso 
Abierto de Méritos, Convocatorias 339 a 425 de 2016, Directivos Docentes, Docentes y 
Líderes de Apoyo. 
-Derecho de Petición. 22 de Septiembre de 2021. Radicado N°. 20213201549412 22 - 
09 - 2021 04:44:46 Anexos: 2 Destino: 320 GRUPO DE A - Rem/D: jhon jairo nieves ra 
Consulte el estado de su trámite en nuestra página web.http://www.cnsc.gov.co Código de 
verificación: 27020 
-Derecho de Petición. 29-09-2021. Asunto: Solicitud información Convocatoria 339 a 425 
de 2016 Referencia: Radicado No. 20213201549412.  
-Peticiones a través de la página de la comisión nacional del servicio civil. Ver anexos 
 
QUINTO: Teniendo en cuenta tales circunstancias y que, a la fecha de la presentación de 
esta ACCIÓN DE TUTELA, la entidad que no ha dado respuesta oportuna    respecto a 
las peticiones invocadas y se sigue sin resolver la situación antes mencionada, dilatando 
el proceso por más de  más de 4 años, causando daños en materia económica y 
estabilidad de mi núcleo familiar  
 
II. DERECHO FUNDAMENTAL VULNERADO 
En cumplimiento del artículo 1° Decreto 2591 del 19 de noviembre de 1991 y el artículo 2° 
del Decreto 306 del 19 de febrero de 1992, los derechos fundamentales que se 
encuentran vulnerados son los Igualdad, al trabajo, al debido proceso y al derecho de 
Petición, acceso a cargos públicos por concurso de méritos consagrados en los artículos 
13, 23 y 25 de la Constitución Política y la Ley 1755 de 2015 el artículo 13 de la 
Constitución Política de Colombia al omitir responder y resolver las  peticiones realizadas   
 
  
III. IDENTIFICACION DE LA AUTORIDAD PÚBLICA QUE ESTA CAUSANDO EL 
AGRAVIO 
En tal sentido, reclamo protección DE MIS DERECHOS frente a – LA COMISION 
NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL  o quien haga sus veces en el momento de la 
notificación de la presente acción constitucional. 
 
IV. CONCEPTO DE LA VIOLACIÓN. 
JURISPRUDENCIA. 
Procedencia de la acción de tutela para controvertir decisiones adoptadas en el marco de 
un Concurso Público. El CONSEJO DE ESTADO CP: LUIS RAFAEL VERGARA 
QUINTERO el 24 de febrero 2014 con radicado 08001233300020130035001, se 
manifestó respecto de la Procedencia de la acción de tutela para controvertir decisiones 
adoptadas en el marco de un Concurso Público, así: 



“El artículo 86 de la Constitución Política de 1991, establece la posibilidad del ejercicio de 
la acción de tutela para reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y 
sumario, la protección inmediata de los derechos fundamentales en los casos en que 
estos resultaren vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier 
autoridad pública siempre y cuando el afectado, conforme lo establece el artículo 6° del 
Decreto 2591 de 1991, no disponga de otro medio de defensa judicial, a menos que la 
referida acción se utilice como mecanismo transitorio en aras de evitar un perjuicio 
irremediable. En materia de concursos públicos, si bien en principio podría sostenerse que 
los afectados por una presunta vulneración de sus derechos fundamentales pueden 
controvertir las decisiones tomadas por la administración - las cuales están contenidas en  
actos administrativos de carácter general o de carácter particular -, mediante las acciones 
señaladas en el Código Contencioso Administrativo, se ha estimado que estas vías 
judiciales no son siempre idóneas y eficaces para restaurar los derechos fundamentales 
conculcados. 
 
Al respecto, en la sentencia T-256/95 (MP Antonio Barrera Carbonen), decisión reiterada 
en numerosos fallos posteriores, sostuvo: 
 
"La provisión de empleos públicos a través de la figura del concurso, obedece a la 
satisfacción de los altos intereses públicos y sociales del Estado, en cuanto garantiza un 
derecho fundamental como es el acceso a la función pública, realiza el principio de 
igualdad de tratamiento y de oportunidades de quienes aspiran a los cargos públicos en 
razón del mérito y la calidad y constituye un factor de moralidad, eficiencia e imparcialidad 
en el ejercicio de la función administrativa.  
 
Por lo tanto, la oportuna provisión de los empleos, con arreglo al cumplimiento estricto de 
las reglas del concurso y el reconocimiento efectivo de las calidades y el mérito de los 
concursantes asegura el buen servicio administrativo y demanda, cuando se presenten 
controversias entre la administración y los participantes en el concurso, de decisiones 
rápidas que garanticen en forma oportuna la efectividad de sus derechos, más aún 
cuando se trata de amparar los que tienen e/ carácter de fundamentales". 
 
De otro lado, el reiterado criterio de la Sala apunta a que tratándose de acciones de tutela 
en las que se invoque la vulneración de derechos fundamentales al interior de un 
concurso de méritos en desarrollo, su procedencia es viable a pesar de la existencia de 
otros medios de defensa judicial, teniendo en cuenta la agilidad con que se desarrollan 
sus etapas, frente a las cuales el medio principal de protección dispuesto por el 
ordenamiento jurídico no garantiza la inmediatez de las medidas que llegaren a 
necesitarse para conjurar el eventual daño ocasionado a los intereses de quien acude en 
tutela, si llegare a demostrarse la violación de los derechos reclamados. 
 
VIABILIDAD DE LA ACCIÓN DE TUTELA CUANDO SE VIOLENTA EL MERITO COMO 
MODO PARA ACCEDER AL CARGO PUBLICO. En cuanto a la naturaleza de la acción 
que interpongo, ésta la consagra el artículo 86 de la carta Política como un mecanismo de 
defensa excepcional que tiene toda persona contra acciones u omisiones de cualquier 
autoridad pública, o de los particulares en los casos establecidos en la ley que quebrante 
o amenace vulnerar derechos constitucionales fundamentales. Respecto a la procedencia 
de la Acción de Tutela para la protección de los derechos fundamentales dentro de los 
concursos de mérito, la Corte Constitucional se ha manifestado en diversas oportunidades 
como en la sentencia T-604/13 IGUALDAD DE OPORTUNIDADES AL ACCESO AL  



EJERCICIO DE LA FUNCIÓN PUBLICA - procedencia de la Acción de tutela para la 
protección. 
Esta corporación ha determinarlo que las acciones contencioso administrativas no 
protegen en igual grado que la tutela, los derechos fundamentales amenazados o 
vulnerados en los procesos de vinculación de servidores públicos, cuando ello se hará, 
por concurso de méritos, ya que la mayoría de veces debido a la congestión del aparato 
jurisdiccional, el agotamiento de las mismas implica la prolongación de la vulneración en 
el tiempo. Concurso de méritos Potestad del juez de tutela cuando evidencia 
irregularidades y vulneración del Debido proceso en el trámite del concurso. 
 
Una de las consecuencias que tiene la consagración expresa del Debido Proceso como 
un derecho de rango fundamental, es que todas las personas pueden acudir a la acción 
de tutela con el fin de que el juez constitucional conozca de la presunta vulneración, y de 
ser necesario ordene las medidas necesarias para garantizar su protección inmediata. 
Entre las prevenciones que debe adoptar el juez de tutela cuando evidencia la 
transgresión de una garantía constitucional, está la de dictar una sentencia en la cual se 
restablezca el derecho. 
 
Por su parte la Sentencia T-569 de 2011 expresa: "Es deber del juez de tutela examinar si 
la controversia puesta a su consideración (i) puede ser ventilada a través de otros 
mecanismos judiciales y (ii) si a pesar de existir formalmente, aquellos son o no son 
suficientes para proveer una respuesta material y efectiva a la disputa puesta a su 
consideración". 

 
Igualdad. En diversas sentencias donde la Corte Constitucional ha determinado que la 
igualdad es un concepto multidimensional pues es reconocido como un principio, un 
derecho fundamental y una garantía. De esta manera, la igualdad puede entenderse a 
partir de tres dimensiones: i) formal, lo que implica que la legalidad debe ser aplicada en 
condiciones de igualdad a todos los sujetos contra quienes se dirige; y, ii) material, en el 
sentido garantizar la paridad de oportunidades entre los individuos; y, iii) la prohibición de 
discriminación que implica que el Estado y los particulares no puedan aplicar un trato 
diferente a partir de criterios sospechosos construidos con fundamento en razones de 
sexo, raza, origen étnico, identidad de género, religión y opinión política, entre otras.  
 
Se tiene que la H Corte Constitucional ha determinado que las respuestas de 
reclamaciones administrativas y su análisis superfluo constituye una amenaza a la calidad 
de concursante, esto implica que se genera un detrimento en las calidades de 
participante, en otras palabras, no es justificación la expedición de un acto que “ extienda 
argumentos “ en un texto que no define nada en concreto, mientras corre una etapa de 
eliminación en un concurso para la aspiración de carrera administrativa, mientras que los 
demás concursantes, con las mismas o similares características continúan en el proceso, 
véase:  
 
H Corte Constitucional Sentencia T 340/2020: “Ahora bien, desde una perspectiva 
general, la Corte ha sostenido que, pese a la existencia de las vías de reclamación en lo 
contencioso administrativo, existen dos hipótesis que permiten la procedencia excepcional 
de la acción de tutela. La primera, se presenta cuando existe el riesgo de ocurrencia de 
un perjuicio irremediable, causal que tiene plena legitimación a partir del contenido mismo 
del artículo 86 del Texto Superior y, por virtud de la cual, se le ha reconocido su carácter 
de mecanismo subsidiario de defensa judicial. Y, la segunda, cuando el medio existente 
no brinda los elementos pertinentes de idoneidad y eficacia para resolver la controversia, 



a partir de la naturaleza de la disputa, de los hechos del caso y de su impacto respecto de 
derechos o garantías constitucionales.” 
 
Principio de transparencia en el concurso de méritos. 
Sentencia C-878/08: "[...] el principio de transparencia de la actividad administrativa se 
empaña si en contravía de las legítimas expectativas del aspirante, su posición en el 
concurso se modifica durante su desarrollo; el principio de publicidad (art. 209 C.P.) se 
afecta si las reglas y condiciones pactadas del concurso se modifican sin el 
consentimiento de quien desde el comienzo se sujetó a ellas; los principios de moralidad e 
imparcialidad (ídem) de la función administrativa se desvanecen por la inevitable 
sospecha de que un cambio sobreviniente en las reglas de juego no podría estar motivado 
más que en el interés de favorecer a uno de los concursantes; el principio de confianza 
legítima es violentado si el aspirante no puede descansar en la convicción de que la 
autoridad se acogerá a las reglas que ella misma se comprometió a respetar; se vulnera 
el principio de la buena fe (art. 83 C.P.) si la autoridad irrespeta el pacto que suscribió con 
el particular al diseñar las condiciones en que habría de calificarlo; el orden justo, fin 
constitutivo del Estado (art. 22 C.P.), se vulnera si la autoridad desconoce el código de 
comportamiento implícito en las condiciones de participación del concurso, y, en fin, 
distintos principios de raigambre constitucional como la igualdad, la dignidad humana, el 
trabajo, etc., se ven comprometidos cuando la autoridad competente transforma las 
condiciones y requisitos de participación y calificación de un concurso de estas 
características. 
 
Adicionalmente, el derecho que todo ciudadano tiene al acceso a cargos públicos, 
consagrado en el artículo 40 constitucional, se ve vulnerado si durante el trámite de un 
concurso abierto, en el que debe operar el principio de transparencia, se modifican las 
condiciones de acceso y evaluación..." 
 
El derecho de petición fue consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política como 
Fundamental y su contenido es el siguiente: “Toda persona tiene derecho a presentar 
peticiones respetuosas a las autoridades por motivo de interés general o particular y a 
obtener pronta resolución. El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante las 
organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales.” 
 
En este orden de ideas, la omisión y el error en que ha incurrido el LA COMISION 
NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL  , resulta violatorio al precepto constitucional reseñado, 
en razón a que por un lapso de más de 4 años, no ha resuelto la petición presentada y 
tampoco ha ejecutado actuaciones que suplan la expectativa de lo solicitado. 
 
El artículo 86 de la Constitución Política, señala: 
“Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y 
lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí mismo o por quien actúe a 
su nombre, protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, 
cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de 
cualquier autoridad pública” 
 
De esta manera, entre la fecha de la presentación de la reclamación, la petición y la 
acción de tutela que aquí se está promoviendo de manera respetuosa, han transcurrido 
más de    4 años, término que supera el establecido en el artículo 14 y 15 de la ley 1755 
de 2015 para que la entidad hubiese emitido un pronunciamiento formal frente a la 
mencionada petición. 



No obstante, teniendo en cuenta que la entidad no se ha pronunciado sobre la petición 
inicialmente presentada y sigue incurriendo en el mismo error, es flagrante la violación al 
derecho de igualdad, petición y al trabajo, a pesar de estar consagrado como fundamental 
en la Constitución Política. 
 
Siendo contraria a derecho esta conducta, se hace necesario acudir a la vía de la acción 
de tutela para movilizar el aparato judicial del Estado e invocar la protección mis derechos 
como ciudadano, que es de orden Constitucional y está consagrado como principio 
fundamental y orientador en el ordenamiento jurídico colombiano. 
 
Como sustento de lo anterior, la Honorable Corte Constitucional se ha pronunciado en un 
sin número de sentencias sobre la vulneración al Derecho de Petición, en las que ha 
manifestado los alcances del mismo. Por lo tanto, me permito transcribir lo estipulado en 
la sentencia T-214 del 15 de mayo de 1996, Magistrado Ponente, Doctor JORGE 
ARANGO MEJIA, en donde se dijo: 
 
“1. El Derecho de petición se realiza en dos momentos sucesivos, dependientes ambos 
de la autoridad llamada a impartir trámite a la  inquietud planteada por el particular. En 
primer lugar, es preciso que la persona tenga la oportunidad de llevar su asunto al 
conocimiento de la autoridad. El segundo momento es el núcleo esencial del derecho de 
petición, que reside en la resolución de la cuestión que el particular somete al examen de 
la respectiva autoridad. De nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no 
resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.” 
 
2. No es válida la conducta de las entidades públicas que argumentando un cúmulo de 
trabajo, retardan injustificadamente una respuesta, pues ellos, a todas luces, desconocen 
el derecho de petición. El peticionario no tiene por qué soportar la negligencia y la 
desorganización de las entidades públicas y sus funcionarios, quienes amparados en la 
falta de una norma que imponga términos precisos para resolver, se abstienen de 
contestar rápida y diligentemente, hecho éste que no sólo causa perjuicio al solicitante 
sino a la administración misma. 
 
3. El silencio administrativo negativo no reemplaza la debida resolución de una solicitud, 
pues siempre que se configura, lo que en realidad se demuestra es que la autoridad ha 
omitido el pronunciamiento a que está obligada y que, por ende, ha dejado transcurrir el 
tiempo legalmente previsto sin arribar a la decisión esperada”. 
 
Por su parte, el Doctor VLADIMIRO NARANJO MESA, en sentencia T-255 del 21 de 
Mayo de 1996, con relación al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la 
Constitución Política, ha mencionado: 
 
“El derecho de petición no queda satisfecho con el silencio administrativo que algunas 
normas disponen, pues esto es apenas un mecanismo que la ley se ingenia para hacer 
posible el adelantamiento de la actuación, pero en ninguna forma cumple con las 
exigencias constitucionales y que responden a una necesidad material y sustantiva de 
resolución y no a una consecuencia meramente formal y procedimental (...)” 
 
Ante las mencionadas circunstancias de hecho y de derecho, muy respetuosamente me 
dirijo a usted Señor Juez con el objeto único de solicitar que sea resuelta a mi favor la 
Siguiente: 
 



V. PETICIÓN 
Que  LA COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL, que resuelva  la petición elevada, 
como quedo especificado en los HECHOS DE ESTA TUTELA y sea seleccionado como 
docente de aula como lo hicieron con los demás profesores  que concursaron por este 
cargo de docente (líder de competencias ciudadanas) 
 
 
VI. ANEXOS 
-  Copia de resultados de la prueba escrita 
- Copia de lineamientos de la convocatoria 
- Copia de reclamación 
- Copia de la respuesta a la petición por parte de la universidad de pamplona 
- Copia de derechos de petición y respuestas por parte de la CNSC 
- Copia de las solicitudes y derechos de petición realizados   
- Copia de Cédula 
 
VII. JURAMENTO 
En cumplimiento del artículo 14 del Decreto 2591 del 19 de noviembre de 1991, 
manifiesto, bajo la gravedad de juramento, que no he presentado otra acción de tutela 
respecto de los mismos hechos y derechos que se encuentran manifestados en la 
presente 
 
VIII. NOTIFICACIONES 
 LA COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL  Carrera 12 No 97- 80, Piso 5 - Bogotá 
D.C., Colombia. Pbx: (+57) 601 3259700 Línea nacional 01900 3311011 
notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co 
 
MI PERSONA EN: MANZANA 39 LOTE 10 ETAPA 6 BARRIO LA PRADERA DE montería  
 
 

 
Jhon Nieves Ramos 
cc. 73576814 de Cartagena 
Lic. en ciencias sociales 
jhonnieves@hotmail.com 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



Anexos 
PROCESO DE CONCURSO DOCENTE JHON NIEVES RAMOS 

Resultados 

 

Puntaje competencias 

 



Puntaje psicotécnica 

 

Revisión de los documentos aportados por los aspirantes y de los Requisitos mínimos de cada 

Empleo 

 

 



Requisitos de la convocatoria  
Propósito 

Dinamizar los procesos pedagógicos y las reflexiones sobre la práctica pedagógica, para 

apoyar la revisión del currículo y del plan de estudios de los establecimientos educativos 

(ee); a partir de lo cual, también pueda integrar una estrategia que debe desarrollar 

mediante proyectos pedagógicos en la que articule la acción de los docentes del ee en torno 

a los proyectos que formule, para así apoyar el desarrollo de las competencias básicas de 

los estudiantes en educación inicial, matemáticas o lenguaje o ciencias naturales o inglés o 

artística o educación física, según sea el área de desempeño del docente. apoyar 

técnicamente al consejo académico y al comité de evaluación y promoción del ee, en los 

componentes pedagógico, didáctico y de evaluación de los procesos de enseñanza y 

aprendizaje del área desempeño del docente. igualmente es responsable de actividades 

curriculares complementarias de la función educativa definidas en el decreto ley 1278 de 

2002 o estatuto de profesionalización docente y el decreto 1075 de 2015 o decreto único 
del sector educativo. 

Funciones 

 Consulte todas las funciones del cargo directivo docente y/o docente en la Resolución 

No. 15638 del 01 de agosto de 2016 del MEN, accediendo 

a: https://www.cnsc.gov.co/index.php/avisos-informativos-339-425-directivos-

docentes-lideres-de-apoyo y/o http://www.mineducacion.gov.co/1759/w3-article-
357769.html 

Acercarse y apropiarse de las características del contexto del EE de JU. 

 Diseñar y validar con las directivas del EE, un proyecto que consolide los procesos 

pedagógicos que debe desarrollar el EE de JU en coherencia con los referentes, 

lineamientos y orientaciones del MEN. Este proyecto debe tener en cuenta las 
particularidades del contexto del EE. 

 Con las directivas del EE definirá los instrumentos de registro y acopio de información 

que acompañará el proyecto de consolidación de procesos pedagógicos. 

 Diseñar y validar con las directivas del EE, una ruta que conlleve a la re significación del 

Proyecto Educativo del EE armonizado con el proyecto de consolidación de procesos 
pedagógicos. 

 Presentar a los consejos académicos y directivo del EE el proyecto de consolidación 

pedagógica y la ruta de re significación del Proyecto Educativo, para su aval. 

 Dinamizar con los maestros del EE la implementación del proyecto de consolidación 

pedagógica y la ruta de re significación del PEI avaladas por los consejos académico y 
directivo. 

 Apoyar a los docentes en la adaptación e implementación del proyecto de consolidación 

pedagógica según sus áreas de desempeño. 

 Definir en trabajo conjunto con los coordinadores del EE los espacios de trabajo con los 

docentes, sea por áreas o de manera individual para retroalimentar el trabajo que están 
desarrollando. 

 Desarrollar con los estudiantes a su cargo, el proyecto pedagógico definido para su área 

de desempeño. 

 Asumir la carga académica asignada, según su área de desempeño y en coherencia con 
las normas vigentes. 

https://www.cnsc.gov.co/index.php/avisos-informativos-339-425-directivos-docentes-lideres-de-apoyo
https://www.cnsc.gov.co/index.php/avisos-informativos-339-425-directivos-docentes-lideres-de-apoyo
http://www.mineducacion.gov.co/1759/w3-article-357769.html
http://www.mineducacion.gov.co/1759/w3-article-357769.html


 Profundizar y reforzar el conocimiento pedagógico disciplinar de las áreas matemáticas, 

lenguaje, ciencias (naturales y sociales) o inglés, en articulación con los proyectos 
pedagógicos. 

 Articular el trabajo pedagógico con docentes pares de su área, docentes de apoyo 
pedagógico o docentes en las demás áreas. 

 Promover y apoyar las revisiones y ajustes al plan de estudios del área a cargo y 

asesorar el ajuste de las demás áreas del plan de estudios con el mismo enfoque de 
proyectos. 

 Apoyar las reuniones de profesores o de dirección de grupo, cuando sea necesario en el 
marco de los proyectos pedagógicos desarrollados. 

 Promover el uso de recursos y TIC en el EE que cualifique los desarrollos del área 

(educación inicial, matemáticas, lenguaje, inglés, educación artística, educación física o 
ciencias). 

 Proponer ante el Consejo Académico los ajustes que por efecto de sus propuestas en el 
desarrollo de proyectos pedagógicos sea necesario introducir. 

 Acompañar en el comité de evaluación y promoción los procesos de evaluación de los 

aprendizajes de los estudiantes según condiciones y enfoques propuestos en el sistema 
institucional de evaluación 

 Desarrollar actividades con organismos o instituciones del sector que incidan directa o 

indirectamente en la educación de los estudiantes, en el desarrollo de los proyectos 
pedagógicos y en el comité escolar de convivencia escolar. 

 Liderar los procesos de evaluación externa censal que establezca el Ministerio de 

Educación en las áreas de educación inicial, matemáticas, lenguaje, educación artística, 
educación física, inglés o ciencias, y el análisis y uso potencial de los resultados. 

 20. Promover el uso pedagógico de los resultados de las evaluaciones externas 
censales. 

Requisitos 

  Estudio: Licenciado. 1. Licenciatura en ciencias sociales (solo o con otra opción o con énfasis) 

2. Licenciatura en historia (solo, con otra opción o con énfasis) 3. Licenciatura en geografía 

(solo, con otra opción o con énfasis) 4. Licenciatura en humanidades 5. Licenciatura en 

estudios sociales y humanos 6. Licenciatura en filosofía 7. Licenciatura en educación básica con 

énfasis en ciencias sociales 8. Licenciatura en educación para la democracia. 9. Licenciatura en 

educación comunitaria con énfasis en derechos humanos. Con título de posgrado mínimo a 
nivel de especialización. 

  Experiencia: Licenciado. Dos (2) años de experiencia profesional, los cuales puede acreditar 

en alguna de las siguientes formas: Dos (2) años en un cargo docente en cualquier nivel 

educativo y tipo de institución oficial o privada, ó, Dos (2) años en el cargo de directivo 

docente (Ley 115 de 1994 o Decreto Ley 1278 de 2002) en cualquier tipo de institución oficial 

o privada, ó, Cualquier porcentaje de tiempo de experiencia ejerciendo el cargo de docente en 

cualquier nivel educativo y tipo de institución oficial o privada, ó, en el cargo de directivo 

docente (Ley 115 de 1994 o Decreto Ley 1278 de 2002) en cualquier tipo de institución oficial 
o privada; siempre y cuando la sumatoria del tiempo de experiencia sea de 2 años, mínimo. 

  Alternativa de estudio: No Licenciado. Título profesional universitario en alguno de los 

siguientes programas: 1. Sociología. 2. Geografía. 3. Historia. 4. Derecho 5. Filosofía 6. 

Antropología 7. Arqueología 8. Estudios Políticos y Resolución de Conflictos 9. Ciencias 

sociales. 10. Ciencias políticas. 11. Estudios políticos. 12. Trabajo social. Con título de 
posgrado mínimo a nivel de especialización. 



  Alternativa de experiencia: No Licenciado. Dos (2) años de experiencia profesional, los 

cuales puede acreditar en alguna de las siguientes formas: Dos (2) años en un cargo docente 

en cualquier nivel educativo y tipo de institución oficial o privada, ó, Dos (2) años en el cargo 

de directivo docente (Ley 115 de 1994 o Decreto Ley 1278 de 2002) en cualquier tipo de 

institución oficial o privada, ó, Cualquier porcentaje de tiempo de experiencia ejerciendo el 

cargo de docente en cualquier nivel educativo y tipo de institución oficial o privada, ó, en el 

cargo de directivo docente (Ley 115 de 1994 o Decreto Ley 1278 de 2002) en cualquier tipo de 

institución oficial o privada; siempre y cuando la sumatoria del tiempo de experiencia sea de 2 
años, mínimo. 

Vacantes 

 Dependencia: No aplica,  Municipio: No aplica, Total vacantes: 8 

 

 

 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



Reclamo a convocatoria  
Nº de reclamación  81460675 

 

Asunto No fue admitido mi certificado de postgrado de Especialización y al cual tengo 

derecho de mostrar hasta mi periodo de nombramiento en propiedad según los  artículos  

20  y  21 del Decreto 1278 de 2002: ARTÍCULO 21 

1 ARTÍCULO 21 Requisitos para inscripción y ascenso en el Escalafón Docente Grado Dos A-Ser 

licenciado en educación o profesional con título diferente más programa de pedagogía o un título 

de especialización en educación B-Haber sido nombrado mediante concurso C-Superar 

satisfactoriamente la evaluación del período de prueba de acuerdo al decreto 1278 para el grado 

al que está dirigido el concurso no establece indispensablemente grado de especialista.  

2 La figura de docente líder de apoyo será suprimida por el MEN y pasaran a ser docentes de aula 

según acuerdos establecidos con FECODE este año, punto 7 inciso 3 del pliego firmado el 16 de 

Junio de 2017, por lo tanto el grado de especialista sería abolido y se estaría violando mi derecho a 

la igualdad anticipadamente, ya que sería reubicado a docente de aula, el cual no requiere ser 

especialista. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
 

 
 
 
 



 
 

 
 
 
 



 
 

 
 
 
 



 
 

 
 
 



 
 
 



 
 
 



 
 
 



 
 
 



 
 
 



 



 
 



 
 
 

 
 
 



 

 
 



 
 



 
 

  

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


